CONTRATO ESTATAL – Liquidación – Vigencia del Decreto-ley 222/83.

La liquidación del contrato administrativo (según la terminología del Decreto-ley 222 de 1983) o estatal (según lo establece la Ley 80 de 1993), la cual puede ser bilateral, unilateral o judicial, según el caso, tiene por objeto establecer (i) el estado en que quedaron las obligaciones que surgieron de la ejecución del contrato; (ii) los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar según lo ejecutado y lo pagado; (iii) las garantías inherentes al objeto contractual, así como, (iv) los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo. La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado define la liquidación del contrato estatal en los siguientes términos: En cuanto corresponde a la liquidación de los contratos de la Administración, ha de señalarse que dicha figura corresponde al balance final o corte definitivo de cuentas de la relación contractual, cuyo propósito fundamental es el de determinar quién le debe a quién y cuánto.
LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Obligaciones 
Respecto de las obligaciones que surgen de la liquidación, en sentencia de agosto de 2001, esta Corporación expresó: la liquidación del contrato no debe ser entendida como una condición de exigibilidad de las obligaciones a cargo de las partes contratantes, porque como lo prescribe la ley y lo ha precisado la jurisprudencia, es un corte de cuentas entre las partes, en el que se deja constancia de las obligaciones cumplidas y no cumplidas en oportunidad.
[…]

En síntesis, independiente de la fuente de la liquidación del contrato –acuerdo, acto administrativo, sentencia o laudo arbitral– lo que se busca es que, con la liquidación del contrato, se defina el estado económico del mismo y que, liquidado el contrato, debe estarse a lo resuelto en la liquidación respecto de las obligaciones derivadas del contrato estatal, sin perjuicio de que pueda demandarse su modificación, por vía judicial.
LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Decreto-ley 222 de 1983 – Artículo 287 – Casos En que procede 
El Decreto-ley 222 de 1983 señaló en su artículo 287 los casos en los cuales procede la liquidación del contrato, así: Deberá procederse a la liquidación de los contratos en los siguientes casos: 1. Cuando se haya ejecutoriado la providencia que declaró la caducidad.2. Cuando las partes den por terminado el contrato por mutuo acuerdo, lo cual podrá hacerse en todos los casos en que tal determinación no implique renuncia a derechos causados o adquiridos en favor de la entidad contratante.3. Cuando se haya ejecutoriado la providencia judicial que lo declare nulo. 4. Cuando la autoridad competente lo declare terminado unilateralmente conforme al artículo 19 del presente estatuto. Además de los casos señalados, y si a ello hubiere lugar, los contratos de suministros y de obras públicas deberán liquidarse una vez que se hayan cumplido o ejecutado las obligaciones surgidas de los mismos.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Oportunidad – Plazo 
Ahora bien, en cuanto corresponde a la oportunidad o el plazo establecido para la realización o adopción de la liquidación de un contrato de la Administración, dentro del marco normativo aplicable de manera particular al caso concreto que aquí se examina, importa destacar que el Decreto-ley 222 de 1983 no precisó tiempo alguno dentro del cual debía agotarse dicha etapa, vacío legal que fue satisfecho por vía jurisprudencial cuyos lineamientos fueron recogidos posteriormente por la Ley 80 de 1993, en sus artículos 60 y 61, normas que posteriormente complementó la Ley 446 de 1998 mediante lo dispuesto en su artículo 44, numeral 10, letras b), c) y d). 
[…]

Acerca de los contratos regidos por el Decreto-ley 222 de 1983, la jurisprudencia de la Sección Tercera se ocupó de fijar los plazos dentro de los cuales debía adelantarse la liquidación del correspondiente contrato, de conformidad con el siguiente razonamiento:  aunque la ley no lo diga, no quiere significar esto que la administración pueda hacerlo a su arbitrio, en cualquier tiempo. No, en esto la jurisprudencia ya ha tomado también partido. Se ha considerado como término plausible el de cuatro meses: dos para que el contratista aporte la documentación adecuada para la liquidación, y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo. Si vence este último, la administración no podrá esperar más y deberá proceder a la liquidación unilateral mediante resolución administrativa debidamente motivada.
LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Procedimiento – Plazo 

Más tarde precisó que el procedimiento para la liquidación del contrato debía cumplirse en un plazo de seis (6) meses, los cuales debían contarse a partir del vencimiento del plazo convencional, así: cuatro (4) meses para la liquidación por mutuo acuerdo y dos (2) para efectuar la liquidación de manera unilateral, por parte de la Administración
. También señaló la jurisprudencia que aunque el término para adelantar la liquidación no era perentorio, vale decir que bajo esa normatividad no se perdía la competencia para liquidar el contrato a pesar de que hubieren transcurrido los referidos seis (6) meses siguientes al vencimiento del plazo contractual, dicha “facultad subsiste sólo durante los dos años siguientes al vencimiento de esa obligación, que no es otro que el término de caducidad para el ejercicio de la acción contractual.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

Consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ
Bogotá D.C., nueve (09) de junio de dos mil diez (2010)

RADICACIÓN:
50001-23-31-000-1993-04320-01

EXPEDIENTE:
18.971
ACTOR:              
GUILLERMO TORRES BERNAL
                                
DEMANDADO: 
MUNICIPIO DE VILLAVICENCIO  

                               
REFERENCIA: 
CONTRACTUAL – APELACIÓN SENTENCIA
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por el señor Guillermo Torres Bernal, contra la sentencia del veinte (20) de junio de 2000, dictada por el Tribunal Administrativo del Meta, mediante la cual se dispuso:

“PRIMERO: DECLARASE INHIBIDO para resolver el fondo de esta controversia, por haberse presentado el fenómeno de la caducidad.

“SEGUNDO: COSTAS a cargo de la parte actora. Tásense.”

I. A N T E C E D E N T E S
1. La demanda.

El día 3 de diciembre de 1993, el señor Guillermo Torres Bernal, en ejercicio de la acción contractual, formuló demanda con el fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas (folios 1 al 141 del cuaderno número 1):

“1.- Se condene al Municipio de Villavicencio a pagar a GUILLERMO TORRES BERNAL, la suma de DOSCIENTOS DIECINUEVE MILLONES CIENTO DOCE MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS CON 28/100 MCTE., por concepto del precio acordado en el tercer contrato adicional al 003 de 1990 por considerar que los pagos efectuados se reputaron como intereses y de conformidad al hecho 20 de la demanda.

“2.- Se condene al Municipio de Villavicencio a pagar a GUILLERMO TORRES BERNAL, la suma de CIENTO CINCUENTA Y TRES MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y SIETE MIL SETECIENTOS DIECIOCHO MILLONES CON 60/100 ($ 153’457.718,60) MCTE., por concepto de intereses moratorios hasta diciembre de 1993 y de conformidad al hecho 21.

“3.- Se condene igualmente al Municipio de Villavicencio a pagar a GUILLERMO TORRES BERNAL, por concepto de intereses moratorios a la tasa señalada por la Superintendencia Bancaria a partir del 1º de enero de 1994 sobre la suma de DOSCIENTOS DIECINUEVE MILLONES CIENTO DOCE MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y UN PESOS CON 28/100 ($ 219’112.281,28) MCTE., hasta que se efectúe el pago en su totalidad.

“4. Que se aplique la indexación a las condenas anteriores.

“5. Que se le de aplicación al artículo 177 inciso 5º del Código Administrativo en que las cantidades líquidas reconocidas devengaron intereses comerciales durante los seis (6) meses siguientes a su ejecución y moratorios después de ese término.”

El demandante solicitó, como consecuencia de las anteriores declaraciones, por concepto de indemnización de perjuicios, la suma de doscientos diecinueve millones ciento doce mil doscientos ochenta y un pesos con veintiocho centavos ($ 219’112.281,28)
.

2. Los hechos.
En el escrito de demanda, en síntesis, la parte actora narró los siguientes hechos:

· Que el Municipio de Villavicencio celebró el contrato de obra pública número 003 de enero 9 de 1990, con el señor Guillermo Torres Bernal, cuyo objeto consistió en la “construcción del Mercado Popular de Villajulia” , por un valor de $ 379’661.598,85.

· Que el Alcalde Municipal, mediante oficio, solicitó al contratista particular que iniciara la ejecución del contrato 003 de 1990, antes de su legalización, previa firma de la respectiva acta por parte del interventor.

· Que el Tribunal Administrativo del Meta, mediante auto de junio 20 de 1990, declaró el contrato ajustado a la ley.

· Que a pesar de que el contratista, el día 22 de enero de 1990, entregó a la entidad pública demandada la cuenta de cobro del anticipo, la misma sólo se pagó en julio de ese año, razón por la cual el señor Torres Bernal solicitó un reajuste del 17,31% en el precio de los materiales.

· Que el Consejo de Política Fiscal Municipal, en reunión celebrada el día 18 de septiembre de 1990, aprobó efectuar un reajuste del 10% sobre el valor del contrato, lo cual se documentó mediante el contrato adicional 001, calendado el día 12 de diciembre de 1990.

· Que en  vista de que surgió la necesidad de ejecutar obras adicionales a las inicialmente contratadas, el día 12 de diciembre de 1990 –misma fecha del contrato adicional 001- se celebraron los contratos adicionales 002, por valor de $ 54’700.830,54 y 003 por valor de $ 219’112.281,28.

· Que las obras previstas en el contrato 003 de 1990, así como en los contratos adicionales, se ejecutaron en su totalidad y fueron recibidas por el Municipio de Villavicencio; las obras correspondientes a la tercera adición fueron recibidas el 13 de febrero –acta por valor de $ 126’020.121,28- y el 21 de mayo –acta por valor de $ 93’092.160.oo-.

· Que las cuentas de cobro correspondientes a la tercera adición del contrato quedaron completamente legalizadas en abril 1 de 1991 –cuenta por valor de $ 126’020.121,28- y en agosto 1º de 1991 –cuenta por valor de $ 93’092.160.oo-.

· Que la entidad pública demandada pagó oportunamente al contratista el valor correspondiente a la obra inicialmente contratada, así como las sumas estipuladas en los contratos adicionales 001 y 002.

· Que el Municipio de Villavicencio pagó las cuentas de cobro correspondientes al tercer contrato adicional, de manera tardía, razón por la cual, los pagos efectuados debían abonarse a los intereses de mora, con lo cual quedaba pendiente por pagar un saldo del capital de este contrato adicional -por valor de $ 219’112.281,28- y los respectivos intereses moratorios de ese capital.

· Que el contratista es una persona que se dedica a la construcción de obras civiles “por lo cual los contratos que celebre como el que da cuenta esta demanda, son mercantiles y se rigen por la ley comercial, al tenor de lo dispuesto por el numeral 15 del artículo 20 y 22 del Código de Comercio”.
3. Normas violadas y concepto de la violación.
Afirmó la parte actora que con ocasión de los incumplimientos contractuales imputables a la entidad pública demandada, se vulneraron las siguientes normas:

i) Código Civil: artículos 1546, 1602, 1603, 1608, 1613, 1614, 1615, 1616, 1617, 1618, 1621, 1622, 1627, 1649, 1653, 1654 y 1655.

ii) Código de Comercio: el numeral 15 del artículo 20 y los artículos 22, 822, 831, 870, 871 y 884.
iii) Ley 45 de 1990, artículos 65 y 67. 
Expresó el actor que el presente proceso se encontraba soportado en el “desconocimiento arbitrario por parte del Municipio de las normas legales atrás citadas” y que por esta razón se le debían cancelar los perjuicios ocasionados, consistentes en el pago de los intereses moratorios propios de las obligaciones mercantiles; para sustentar esta afirmación sostuvo, en síntesis, lo siguiente:

· Que al contrato le resultaban aplicables tanto normas propias del Código Civil, como del Código de Comercio (artículo 822 del Código de Comercio).

· Que ninguna persona puede enriquecerse a expensas de otra (artículo 830 del Código de Comercio).

· Que no se presumía la gratuidad de los contratos a los cuales les resulta aplicable la ley mercantil.

· Que en los contratos bilaterales se encontraba envuelta la condición resolutoria tácita, en el evento de que alguno de los contratantes no cumpliera con lo pactado (artículos 1546 del Código Civil y 870 del Código de Comercio).

· Que en el evento de que se incumplieran las obligaciones pactadas, se debía indemnizar a la parte cumplida por los conceptos de daño emergente y de lucro cesante (artículo 1613 del Código Civil).

· Que los contratos debían ejecutarse de buena fe (artículo 871 del Código de Comercio).

4. Actuación procesal.
El Tribunal Administrativo del Meta, mediante auto del 18 de enero de 1994, admitió la demanda y ordenó la notificación personal al Alcalde de Villavicencio y al Agente del Ministerio Público, al tiempo que dispuso la fijación en lista para los fines previstos en el numeral 5º del artículo 207 del Código Contencioso Administrativo; en la misma providencia reconoció personería adjetiva al abogado de la parte demandante (folios 142 y 143 del primer cuaderno).

5. Contestación de la demanda.
La entidad pública demandada, por conducto de apoderado debidamente constituido y reconocido en el proceso (folios 153 a 156 del primer cuaderno), dio respuesta oportuna a la demanda presentada por la parte actora; se opuso a las pretensiones y no propuso excepciones; en el escrito de contestación de la demanda, en síntesis, sostuvo lo siguiente:

· Que el contrato se inició antes de su legalización, por una solicitud formulada por el mismo contratista.

· Que el tercer contrato adicional se suscribió cuando el plazo del contrato original se encontraba vencido, con lo cual se había vulnerado el Decreto-ley 222 de 1983.

· Que las obras correspondientes al tercer contrato adicional fueron recibidas el 14 de febrero de 1991.

· Que la totalidad de las cuentas correspondientes al contrato 003 de 1990 y sus contratos adicionales fueron pagadas por el Municipio y que por esta razón no se debían intereses de mora.
· Que no se había celebrado un contrato comercial, por cuanto el actor no se encontraba inscrito en el registro mercantil, sino que se había celebrado un contrato administrativo, en el cual no se habían pactado intereses moratorios.

· Que en el hipotético caso de que se debieran intereses, éstos no serían los comerciales, sino los previstos en el artículo 1617 del Código Civil.
6. Decreto de pruebas.

Mediante auto de marzo 11 de 1994, el Tribunal Administrativo del Meta decretó las pruebas solicitadas por las partes (folios 157 a 160 del primer cuaderno).

7. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público.
El 26 de enero de 1994 el Tribunal a quo ordenó dar traslado a las partes para que presentasen sus respectivos alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que emitiese su concepto (folios 240 y 241del primer cuaderno).
Las partes presentaron sus alegaciones de manera oportuna, en las cuales, básicamente, se reafirmaron en los argumentos expuestos en sus respectivos escritos de demanda y de contestación de la demanda.

7.1. Alegatos de la demandante.
En su escrito de alegatos de conclusión el actor, en síntesis, expresó lo siguiente:

i) Que en el proceso se demostró que el Tribunal Administrativo del Meta, el día 20 de junio de 1990, declaró que “el contrato se encontraba ajustado a la ley”  y que esta decisión le fue comunicada al Municipio al día siguiente.

ii) Que de conformidad con la cláusula segunda del contrato 003 de 1990, el contrato tenía un plazo de seis (6) meses, contados a partir de los diez (10) días siguientes a la entrega del anticipo.

iii) Que el anticipo le fue pagado al contratista el día 4 de julio de 1990 y que los seis meses empezaron a contarse desde el 14 de julio de ese año.

iv) Que no correspondía a la verdad la afirmación de la entidad demandada, en el sentido de que el tercer contrato adicional se había celebrado con posterioridad al vencimiento del plazo del contrato 003 de 1990.

v) Que en el tercer contrato adicional se estipuló que su valor sería pagado al contratista “mediante la presentación de la respectiva cuenta de cobro”.
vi) Que se encontraba probado que las obras correspondientes al contrato número 003 de 1990 fueron recibidas mediante acta por el Municipio de Villavicencio, el 20 de mayo de 1991 y que la misma fue firmada el 21 de mayo de 1991 por el interventor, por el contratista y por el Alcalde Municipal. 

vii) Que las obras correspondientes al tercer contrato adicional fueron recibidas a satisfacción por el Municipio el día 18 de julio de 1991, dos meses después del recibo de las obras originalmente convenidas mediante el contrato 003 de 1990.

viii) Que el día 30 de julio de 1991 “se hizo el acta de recepción definitiva y liquidación final de la construcción del Mercado Popular Villajulia firmada por el arquitecto interventor ALVARO NIÑO MORALES y el contratista GUILLERMO TORRES BERNAL”.
ix) Que la obra se ejecutó de acuerdo con las especificaciones técnicas exigidas en los pliegos de condiciones y, además, “se encuentra apta y en perfectas condiciones de funcionamiento para la cual fue construida”.
x) Que el día 1º de abril de 1991, el contratista presentó una primera cuenta de cobro -número 019977-, correspondiente al tercer contrato adicional, por valor de $126’020.121,28, la cual debía ser pagada dentro de los 30 días siguientes al acta de liquidación definitiva.

xi) Que la cuenta de cobro número 019977 fue pagada por el municipio, mediante seis abonos, los cuales se efectuaron entre el 29 de septiembre de 1991 y el 5 de octubre de 1992.

xii) Que el contratista presentó una segunda cuenta de cobro número 021137 por valor de $ 93’092.160,oo, la cual, por solicitud del municipio, se dividió en dos cuentas: i) la número 029366, por valor de $ 60’000.000.oo, la cual se pagó el día 26 de febrero de 1993; ii) una segunda cuenta, la número  023571, por valor de $ 33’092.160,oo, cuyo pago se dividió en tres cuotas, las cuales fueron pagadas el 22 de abril de 1994.

xiii) Que el Municipio incumplió, en tanto efectuó los pagos por fuera del término estipulado en el contrato.

7.2. Alegatos de la entidad pública demandada.

En el escrito contentivo de las alegaciones finales, la entidad pública demandada, en síntesis, afirmó lo siguiente:

i) Que el contrato 003 de 1990 se suscribió el día 9 de enero de 1990 y en el mismo se estipuló que el término de ejecución era de seis meses.

ii) Que el tercer contrato adicional se suscribió el día 12 de diciembre de 1990, después del vencimiento del plazo contemplado en el contrato 003 de 1990, con lo cual se había vulnerado el artículo 58 del Decreto-ley 222 de 1983.

iii) Que el municipio pagó la totalidad de las cuentas presentadas por el contratista, en las fechas relacionadas en su escrito.

iv) Que el contratista no presentó cuenta de cobro alguna, correspondiente a intereses moratorios. 

v) Que si bien el municipio no pagó todas las cuentas de manera oportuna, no puede alegar el contratista que le adeudan intereses comerciales, toda vez que éste actúa como persona natural y no se encuentra inscrito en el registro mercantil.

vi) Que las partes celebraron un contrato administrativo, de conformidad con el Decreto-ley 222 de 1983 y que, en tanto no se estipuló el pago de intereses moratorios, se le debían pagar los legales, contemplados en el artículo 1617 del Código Civil.

7.3. Concepto del Ministerio Público.

El representante del Ministerio Público rindió oportunamente su concepto, el cual soportó en el dictamen pericial aportado al proceso, salvo en la norma legal aplicable para liquidar los intereses moratorios; en su escrito afirmó que se encontraba probado el incumplimiento de la entidad pública demandada, en cuanto pagó las cuentas de manera tardía, razón por la cual se debían reconocer los intereses de acuerdo con el artículo 1617 del Código Civil; afirmó lo siguiente:

“Acoge esta procuraduría de manera íntegra el peritazgo ordenado en el proceso en referencia al número de días que producen mora y las cantidades de dinero que producen intereses, más no así, el monto de los intereses que en el peritazgo, lo liquidan de acuerdo a las normas mercantiles, en ese aspecto este despacho difiere en que los intereses causados se deben liquidar de acuerdo a las normas civiles del artículo 1617 del código respectivo.”

10. La sentencia impugnada.
El Tribunal Administrativo del Meta profirió sentencia -en el presente asunto- el día 20 de junio de 2000 (folios 289 a 299 del cuaderno principal), mediante la cual declaró de oficio la excepción de caducidad de la acción, para cuya decisión argumentó que en tanto el contrato 003 de 1990 había sido liquidado el día 30 de julio de 1991, a la fecha de presentación de la demanda ya habían transcurrido más de dos años.

Afirmó el Tribunal Administrativo a quo que el término de dos años para demandar en acción contractual debía contarse desde la fecha en la cual el contrato se hubiere liquidado; el a quo sostuvo lo siguiente:

“El artículo 136, num. 10, literal c, del C.C.A., establece que la acción contractual caducará a más tardar dentro de los dos años contados desde la firma del acta.

“En el presente asunto se tiene que, el 30 de julio de 1.991, se firma el acta de recibo definitivo y liquidación final de la construcción de la obra “MERCADO POPULAR VILLA JULIA” entre el Contratista y el interventor de la obra, (fl. 66 del cuad. ppal.), entonces, al contarse ese término a partir de esta fecha y la presentación de la demanda, el 3 de diciembre de 1.993 (fl. 141 del cuad. ppal.), han transcurrido 2 años, 3 meses y 3 días, siendo extemporánea la presentación de la demanda.”
11 El recurso de apelación.
Inconforme con la decisión del Tribunal Contencioso Administrativo del Meta, la parte demandante interpuso recurso de apelación (folios 300 a 309 del cuaderno principal), el cual fue concedido por el a quo mediante auto del 8 de agosto de 2000 (folios 312 y 313 del cuaderno principal).

En su escrito de apelación la parte demandante solicitó revocar la sentencia, en cuanto declaró caducada la acción, para que en su lugar se decidan favorablemente las súplicas de la demanda; en resumen, afirmó lo siguiente:

i) Que el Tribunal Administrativo a quo había declarado caducada la acción con base en una norma que todavía no había empezado a regir, toda vez que la Ley 446 de 1998 empezó a regir el 8 de julio de ese año y la demanda fue presentada en diciembre de 1991.

ii) Que para el momento en el cual el Tribunal Administrativo emitió la sentencia ya había entrado en vigencia la Ley 80 de 1993, norma legal que fijaba no sólo las características que debía contener el acta de liquidación, sino el tiempo con el cual contaba la Administración para efectuarla.

iii) Que la liquidación del contrato 003 de 1990, efectuada por las partes, no cumplía con las características descritas por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, en tanto “[e]n el acta que hace mención el Tribunal de fecha 30 de julio de 1.991 no aparecen los acuerdos, conciliaciones y las transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo”.
iv) Que la Administración tenía plazo para efectuar la “liquidación definitiva del contrato” hasta el día 2 de diciembre de 1991 y que en tanto el acto de liquidación unilateral era susceptible del recurso de reposición, el cual podía interponerse dentro de los cinco días siguientes a la notificación personal, es decir el 7 de diciembre de 1991, la acción no se encontraba caducada; al respecto afirmó lo siguiente:

 “Si leemos este artículo 60 y complementamos con el artículo 61 de la Ley 80 de 1993, desde la fecha que se liquidó el contrato (30 de julio de 1991), la administración contaba con cuatro (4) meses para hacer la liquidación definitiva del contrato, y que si hacemos cuentas se prolongaría hasta el dos (2) de diciembre de 1.991, fecha en la cual la administración al no presentarse el contratista para hacer la liquidación final debió ser practicada directamente y unilateralmente por la entidad pública contratante y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición.
“Quiere decir lo anterior que si la administración cumple la ley que es obligatoria, [debe adoptar] el acto de liquidación del contrato a más tardar el dos (2) de diciembre de 1.991; y dicho acto era susceptible únicamente de recurso de reposición el cual se podía interponer dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación personal (Art. 51 del decreto 01 de 1.984).”
v) Que al momento de celebrar el contrato se encontraba vigente el Decreto-ley 222 de 1983 y que la sentencia también desconoció el artículo 289, respecto del contenido del acto de liquidación.
vi) Que en tanto el Decreto-ley 222 de 1983 no había señalado un término para efectuar la liquidación, la jurisprudencia del Consejo de Estado había establecido un término de cuatro meses, después de la terminación del contrato; según el actor, de acuerdo con la tesis del Consejo de Estado, la acción tampoco habría caducado; así lo expresó:

“En este caso concreto el acta de recibo se hizo el 30 de julio de 1.991 y la cuenta de cobro se hizo el 1º de agosto del mismo año tomando cualquiera de las dos fechas, el término de los cuatro (4) meses terminaba el día dos (2) de diciembre de 1.991 ya que el 30 de noviembre era sábado y el 1 de diciembre de 1.991 era domingo, por tanto la liquidación dentro del término prudencial de los cuatro (4) meses bien sea de manera conjunta por las partes o unilateralmente por la administración debió hacerse el dos (2) de diciembre de 1.991 de acuerdo a la sentencia 22 de junio de 1995 expediente 6965 Consejero Ponente Dr. Daniel Suárez y Art. 62 del Código de Régimen Político Municipal.”  
12. Actuación en segunda instancia. 

Mediante auto del 6 de octubre de 2000, se admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Meta el 20 de junio de 2000 (folio 317 del cuaderno principal).

La Corporación, por medio de auto proferido el 10 de noviembre de 2000, corrió traslado a las partes para que presentasen sus alegaciones finales y al Ministerio Público para que rindiese su concepto (folio 319 del cuaderno principal).

El actor hizo llegar el mismo escrito de apelación, al cual le agregó lo siguiente:

“Quiero dejar en claro que al momento en que sucedieron los hechos, es decir en el momento que se le exigió a mi mandante ciertos requisitos para cancelar la deuda pendiente (23 de noviembre de 1993), comenzó a correr el término de caducidad de que habla el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, (Decreto 01 del 2 de enero de 1.984), donde se establece que las relativas a contratos caducarán a los dos (2) años de expedidos los actos u ocurridos los hechos que den lugar a ella.

“Norma que estaba vigente al momento que ocurrió el hecho y que es la que se debe aplicar en este caso. El hecho ocurrió como bien se dijo el 23 de noviembre de 1993 y la demanda se presentó el tres (3) de diciembre de 1.993, por tanto nunca ocurrió el fenómeno de la caducidad, ya que se debió aplicar el Decreto 01 de 1984 y no el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, que reforma el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, norma que se aplicó en este caso.”
Con base en estos argumentos, pidió revocar la Sentencia apelada y acceder a las peticiones de la demanda.
La parte demandada y el Ministerio Público guardaron silencio en esta instancia.

II. C O N S I D E R A C I O N E S :

Para adelantar el estudio de los distintos temas que constituyen materia de la litis, se avanzará en el siguiente orden: 1) competencia de la Sala para conocer del asunto; 2) las pruebas aportadas al proceso; 3) la acción instaurada y el término para proponerla; 4) la liquidación de los contratos de la Administración en vigencia del Decreto-ley 222 de 1983; 5) el caso concreto.
1. Competencia del Consejo de Estado para conocer del asunto.

El contrato 003 de 1990 y los contratos adicionales 001, 002 y 003 del mismo año se celebraron en vigencia del Decreto-ley 222 de 1983, el cual fue prácticamente reproducido por las normas del Decreto número 042 de 1986, por medio del cual se expidió el Código Fiscal de Villavicencio, cuyas disposiciones resultaban aplicables al Municipio de Villavicencio y a sus entidades descentralizadas.

El Decreto-ley 222 de 1983 clasificó los contratos celebrados por las entidades públicas en Contratos Administrativos y Contratos de Derecho Privado de la Administración; el artículo 16 de este Decreto-ley
 estableció el listado de los Contratos Administrativos propiamente dichos y dispuso, de igual forma, que los no contenidos allí serían contratos de Derecho Privado de la Administración.
El contrato de obra pública celebrado por una entidad pública fue uno de aquellos considerados como “administrativos”, pues se encontraba enlistado en el artículo 16; esto adquiere relevancia a efectos de definir la jurisdicción competente para dirimir los conflictos que de ellos se generen, pues el artículo 17 del Decreto-ley 222 de 1983, vigente al momento de presentación de la demanda –diciembre 3 de 1993
-, prescribía:

“La calificación de contratos administrativos determina que los litigios que de ellos surjan son del conocimiento de la justicia contencioso administrativa; los que se susciten con ocasión de los contratos de derecho privado, serán de conocimiento de la justicia ordinaria. 

“(…).” 
Bajo esta perspectiva, hay que tener presente que el contrato celebrado entre el Municipio de Villavicencio y el señor Guillermo Torres Bernal, debe tenerse como Contrato Administrativo; así las cosas, establecida esta circunstancia se deduce que el Consejo de Estado, en esta instancia, es el competente para conocer de las controversias suscitadas a raíz de dicho vínculo; esta posición ha sido expuesta por la Jurisprudencia de esta Corporación según los siguientes términos:

“En tal virtud, conforme a reiterada jurisprudencia de esta Corporación, el conocimiento de los conflictos generados por contratos celebrados por las entidades públicas, estaba informado por las siguientes reglas: 
“a) Si el contrato era de aquellos que taxativamente se señalaban como administrativos en el artículo 16 de ese estatuto o en otra norma especial con esa categoría, entonces era la Jurisdicción Contencioso Administrativa la competente para conocer del proceso.
“(…)” 

2. Las pruebas aportadas al proceso.
El artículo 168 del Código Contencioso Administrativo
 señala expresamente que a los procesos atribuidos al conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo aplicará el régimen legal probatorio establecido por el Código de Procedimiento Civil. Así, al incorporarse dicho régimen se adoptó también parte de la filosofía
 que inspira las pruebas en el estatuto procesal civil, el cual se materializa en el sistema de valoración probatoria que está presente en los procesos constitutivos, declarativos o de condena que regula esa normatividad.

Bajo esta perspectiva, es necesario tener presente que de acuerdo con el artículo 253 del C. de P. C.
, los documentos pueden aportarse al proceso en original o en copia, éstas últimas consistentes en la trascripción o reproducción mecánica del original; sumado a ello, el artículo 254 del C. de P. C., regula el valor probatorio de los documentos aportados en copia, respecto de los cuales señala que tendrán el mismo valor del original en los siguientes eventos: i) cuando hayan sido autorizados por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez en donde se encuentre el original o copia autenticada; ii) cuando sean autenticados por notario, previo cotejo con el original o con la copia autenticada que se le ponga de presente y iii) cuando sean compulsados del original o de la copia auténtica. 

A lo anterior se agrega que el documento público, es decir aquel que es expedido por funcionario de esa naturaleza, en ejercicio de su cargo o con su intervención (artículo 251 C. de P. C.), se presume auténtico y tiene pleno valor probatorio frente a las partes, los terceros y el juez, salvo que su autenticidad sea desvirtuada mediante tacha de falsedad, según lo dispone el artículo 252 del C. de P.C. 

De otro lado, si el documento aportado es de naturaleza privada, al tenor de lo dispuesto en el aludido artículo 252 del C. de P. C., éste se reputará auténtico en los siguientes casos: i) cuando hubiere sido reconocido ante el juez o notario, o judicialmente se hubiere ordenado tenerlo por reconocido; ii) cuando hubiere sido inscrito en un registro público a petición de quien lo firmó; iii) cuando se encuentre reconocido implícitamente por la parte que lo aportó al proceso, en original o copia, evento en el cual no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su falsedad; iv) cuando se hubiere declarado auténtico en providencia judicial dictada en proceso anterior, con audiencia de la parte contra quien se opone en el nuevo proceso, y v) cuando se hubiere aportado a un proceso, con la afirmación de encontrarse suscrito por la parte contra quien se opone y ésta no lo tache de falso.

En relación con las copias aportadas a un proceso y su alcance probatorio, la Corte Constitucional, en sentencia C-023 de febrero 11 de 1998, puntualizó: 

“El artículo 25 citado se refiere a los “documentos” y hay que entender que se trata de documentos originales. En cambio, las normas acusadas versan sobre las copias, como ya se ha explicado. Sería absurdo, por ejemplo, que alguien pretendiera que se dictara mandamiento de pago con la copia simple, es decir, sin autenticar, de una sentencia, o con la fotocopia de una escritura pública, también carente de autenticidad.

“Un principio elemental que siempre ha regido en los ordenamientos procesales es el de que las copias, para que tengan valor probatorio, tienen que ser auténticas. Ese es el principio consagrado en las normas del Código de Procedimiento Civil que regulan lo relativo a la aportación de copias de documentos.

“De otra parte, la certeza de los hechos que se trata de demostrar con prueba documental, y en particular, con copias de documentos, está en relación directa con la autenticidad de tales copias. Tal certeza es el fundamento de la eficacia de la administración de justicia, y en últimas, constituye una garantía de la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial.

“En tratándose de documentos originales puede el artículo 25 ser explicable, porque su adulteración es más difícil, o puede dejar rastros fácilmente. No así en lo que tiene que ver con las copias, cuyo mérito probatorio está ligado a la autenticación.”

Previo a examinar de fondo el recurso de apelación propuesto, se requiere examinar cada una de las pruebas aportadas al proceso de la referencia, a efectos de establecer su autenticidad y, por ende, realizar el respectivo juicio de legalidad; de esta forma se relacionan a continuación los documentos aportados y su respectiva calificación probatoria:

2.1. Documentos aportados en original o en copia auténtica.

Los siguientes documentos fueron allegados al proceso en original o en copia auténtica, razón por la cual serán valorados como pruebas válidas:
2.1.1. Original del contrato número 003 de 1990, celebrado entre el municipio de Villavicencio y el señor Guillermo Torres Bernal, el día 9 de enero de 1990 (folios 2 al 12 del primer cuaderno):

“CLAUSULA PRIMERA: OBJETO DEL CONTRATO: Este contrato tiene por objeto único la ejecución de la obra de lo que será el Mercado Popular Villajulia la que debe efectuarse conforme con las especificaciones que figuran en la oferta y los pliegos de la Licitación Pública No. 005 de 1.989, los cuales hacen parte y quedan incorporados a este contrato. (…).

“CLAUSULA SEGUNDA: DEL VALOR TOTAL DEL CONTRATO Y PLAZO DE ENTREGA: EL CONTRATANTE pagará al CONTRATISTA por la ejecución de la obra la suma de trescientos setenta y nueve millones seiscientos sesenta y un mil quinientos noventa y ocho pesos con ochenta y cinco centavos ($ 379’661.598.85) moneda corriente, este valor será cancelado con fondos provenientes del anticipo de regalías petrolíferas, previa presentación de la respectiva cuenta de cobro y con cargo al Capítulo VII Artículo 290 del Presupuesto de rentas y gastos de la vigencia fiscal de 1.989 (Acuerdo No. 090 de 1988). (…).

“El plazo de entrega de la obra es de seis (6) meses. La obra deberá iniciarse dentro de los diez (10) días siguientes contados a partir de la entrega del anticipo correspondiente y una vez impartida la orden de iniciar los trabajos, suscribiendo un Acta de iniciación de los mismos con el Interventor. 

“DE LA FORMA DE PAGO Y ANTICIPO: EL CONTRATANTE pagará a EL CONTRATISTA una vez perfeccionado el presente Contrato el valor contemplado en la cláusula anterior, así: Un treinta por ciento (30%) del valor total del Contrato como anticipo, equivalente a la suma de: ciento trece millones ochocientos noventa y ocho mil cuatrocientos setenta y nueve pesos con sesenta y seis centavos ($ 113’898.479.66) moneda corriente, previa presentación de la debida cuenta de cobro debidamente diligenciada. El saldo, o sea un setenta por ciento (70%) equivalente a la suma de: Doscientos sesenta y cinco millones setecientos sesenta y tres mil ciento diecinueve pesos con diecinueve centavos ($ 265’763.119,19) moneda corriente, en forma de avances parciales a solicitud de EL CONTRATISTA acreditando la finalización de la obra a recibir mediante actas parciales que llevarán el visto bueno del Interventor que para el efecto se designe anexadas a las correspondientes cuentas de cobro debidamente diligenciadas. (…).

“CLAUSULA CUARTA: DE LA INTERVENTORIA: Será ejercida por un Ingeniero o Arquitecto designado mediante Resolución por el CONTRATANTE. El Interventor en desempeño de sus funciones, verificará la ejecución y cumplimiento del presente contrato de conformidad con las normas, especificaciones y materiales aquí pactados.

“(…)
“

“CLAUSULA DECIMA PRIMERA: PRORROGA DEL CONTRATO: Si la ejecución de los servicios extras y obras adicionales de cualquier clase o circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito, resultan ser tales, que con justicia dan derecho a EL CONTRATISTA, a una prórroga para el cumplimiento del Contrato, EL CONTRATANTE determinará la extensión de dicha prórroga, siempre que EL CONTRATISTA dentro de los quince (15) días siguientes al surgimiento de dichas circunstancias haya entregado la información completa y pormenorizada, de su solicitud de prórroga, que considere tener derecho, con el objeto de que su petición, pueda ser estudiada y resuelta, previo concepto favorable del Interventor.

 “(…).

“CLAUSULA DECIMA OCTAVA: DE LA RECEPCIÓN Y LIQUIDACIÓN PROVISIONAL: Comprobado por EL CONTRATANTE que la obra o parte de la misma, satisface completamente las exigencias del Contrato, se consignará este resultado en actas de terminación del Contrato o de recibo parcial firmada por el Interventor, EL CONTRATISTA y el Contralor Municipal de Villavicencio o quien lo represente, la cual tendrá en cuenta para el pago final.

“(…)

“CLAUSULA VIGESIMA PRIMERA: RECEPCION DEFINITIVA Y LIQUIDACIÓN FINAL: Una vez que se haya otorgado la garantía de estabilidad y correcto funcionamiento de las obras, se levantará un acta resumen, con la intervención de las partes contratantes en la cual se hará constar el cumplimiento de lo anteriormente prescrito y las cantidades totalmente recibidas con inclusión de las reparaciones efectuadas. EL CONTRATANTE por medio del Interventor expedirá el correspondiente certificado de liquidación final y recibo del Contrato en el que conste que EL CONTRATISTA ha efectuado la entrega de las obras a entera satisfacción, así como la fecha de su terminación y la aceptación de los resultados de las pruebas o inspecciones efectuadas. La expedición de este certificado es una constancia de que las obras son aptas para el uso a que han sido destinados, sin perjuicio de lo estipulado sobre las reparaciones de los defectos que pudieren comprobarse con posterioridad a la entrega final y recibo definitivo.”
2.1.2. Copia auténtica de un oficio remitido por el Alcalde Mayor de Villavicencio al señor Guillermo Torres, el día 19 de enero de 1990, en el cual le expresó que aceptaba la solicitud que este último le formuló, “para iniciar en forma inmediata la construcción de la obra paralelamente a la legalización del contrato” (folio 13 del primer cuaderno).

2.1.3. Copia auténtica de una providencia emanada del Tribunal Administrativo del Meta, fechada el 20 de junio de 1990, por medio de la cual “Declara ajustado a la ley el contrato de obra pública No. 003 de 1.990 celebrado entre la Alcaldía Mayor de Villavicencio y el Ingeniero Guillermo Torres Bernal” (folios 20 al 24 del primer cuaderno).

2.1.4. Copia auténtica del oficio número 433, emanado del Tribunal Administrativo del Meta el 21 de junio de 1990, mediante el cual le comunicó al Alcalde Municipal de Villavicencio que el contrato de obra pública número 003 de 1990 cumplía con los requisitos exigidos por la ley (cuaderno 3, sin foliar).
2.1.5. Copia auténtica del “primer contrato adicional al No. 003 de 1990”, el cual se encuentra calendado el 12 de diciembre de 1990, cuyo objeto constituyó el reajuste del contrato, en los siguientes términos (folios 25 y 26 del primer cuaderno):

“PRIMERA: Reajustar en un diez por ciento (10%) equivalente a la suma de treinta y tres millones quinientos treinta y un mil cuatrocientos sesenta y siete pesos con 48/100 ($ 33’531.467.48) M/Cte. el valor inicial estipulado en la cláusula segunda del Contrato No. 003 de 1990 que trata de la construcción del Mercado Popular Villajulia excluyendo el valor correspondiente a la mano de obra.”  

2.1.6. Copia auténtica del “segundo contrato adicional al No. 003 de 1990”, el cual tuvo por objeto la ejecución de mayores cantidades de obra; la fecha de este contrato no resulta clara, toda vez que en el mismo se realizó una anotación con tinta, en la cual sólo se distingue “12 90”; se destacan las siguientes cláusulas (folios 39 y 40 del primer cuaderno):

“PRIMERA: Este Contrato Adicional tiene por objeto único la ejecución de mayores cantidades de obra a las obras contratadas inicialmente en el contrato No. 003 de 1990, según Acta de fecha Septiembre 17/90 que hace parte integral del presente contrato adicional.

“SEGUNDA: Del Valor: El valor del presente Contrato adicional es por la suma de CINCUENTA Y CUATRO MILLONES SETECIENTOS MIL OCHOCIENTOS TREINTA PESOS CON 55/100 ($ 54.700.830.55) m/Cte. (…)

“TERCERA: EL CONTRATANTE pagará a EL CONTRATISTA el valor estipulado en la Cláusula Segunda del presente Contrato Adicional mediante la presentación de la respectiva cuenta de cobro y Acta de realización de las mayores cantidades do obra.”

2.1.7. Copia auténtica del “Tercer contrato adicional al No. 003 de 1990”, cuyo objeto constituyó la ejecución de obras adicionales, de conformidad con las siguientes cláusulas (folios 44y 45 del primer cuaderno):

“PRIMERA: Este Contrato Adicional tiene por objeto único la ejecución de obras adicionales a las contratadas inicialmente en el Contrato No. 003 de 1990, según Actas de fecha Noviembre 14/90 y Diciembre 10/90, y Propuesta aprobada por la Administración Municipal que hacen parte integral del presente Contrato Adicional.

“SEGUNDA: Del Valor: El valor del presente Contrato Adicional es por la suma de DOSCIENTOS DIECINUEVE MILLONES CIENTO DOCE MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y UN PESOS CON 28/100 ($ 219’112.281.28) M/Cte. (…).

“TERCERA: EL CONTRATANTE pagará a EL CONTRATISTA el valor estipulado en la cláusula segunda del presente contrato adicional mediante la presentación de la respectiva cuenta de cobro. Para hacer efectivo este pago deberá acreditar la finalización de las obras adicionales a recibir mediante un acta que llevará el visto bueno del Interventor.

“CUARTA: Término: El término del presente contrato adicional será de dos (2) meses contados a partir de la fecha de vencimiento del Contrato Adicional No. 003 de 1990.” 

2.1.8. Copia auténtica del acta de recibo parcial de obras adicionales, correspondientes al tercer contrato adicional al contrato número 003 de 1990, por valor de $ 126’020.121,28, firmada el día 14 de febrero de 1991 –aunque en la parte introductoria del acta se mencionó el día 13 de febrero-, en la cual, además de la descripción, la determinación de la unidad, de la cantidad, del valor unitario y del valor total, se consignó lo siguiente (folios 73 a 79 del primer cuaderno):

“A los trece días del mes de Febrero de mil novecientos noventa y uno (1.991), se reunieron en el lugar de la obra el Arq. ALVARO NIÑO MORALES, interventor de la obra; FABIO APONTE Arq. Delegado de la Contraloría Municipal y GUILLERMO TORRES BERNAL, Arq. Contratista, con el fin de recibir los primeros y hacer entrega el último, de las obras que a continuación se detallan:

“DESCRIPCION   UNIDAD   CANTIDAD   VR. UNITARIO  VR. PARCIAL  

“(…)

“VALOR TOTAL A PAGAR:                                 $ 126’020.121,28

“SON: CIENTO VEINTISEIS MILLONES VEINTE MIL CIENTO VEINTIÚN PESOS CON VEINTIOCHO CENTAVOS.

“En constancia de lo anterior se firma la presente acta por los que en ella intervinieron, a los catorce días del mes de febrero de Mil Novecientos Noventa y Uno, en la ciudad de Villavicencio, Departamento del Meta.
“[continúan firmas]”
2.1.9. Copia auténtica del acta de recibo final de obras adicionales, correspondiente al tercer contrato adicional al contrato número 003 de 1990, por valor de $ 93’092.160.oo, firmada el día 21 de mayo de 1991 –aunque en la parte introductoria del acta se mencionó el día 20 de mayo-, en la cual, además de la descripción, de la determinación de la unidad, de la cantidad, del valor unitario y del valor total, se expresó lo siguiente (folio 52 del primer cuaderno):

“A los veinte (20) días del mes de Mayo de mil novecientos noventa y uno (1.991), se reunieron en el lugar de la obra el Arq. ALVARO NIÑO MORALES, interventor de la obra; JOSE LUIS NEIRA Arq. Delegado de la Contraloría Municipal y GUILLERMO TORRES BERNAL, Arq. Contratista, con el fin de recibir los primeros y hacer entrega el último, de las obras que a continuación se detallan:

“DESCRIPCION   UNIDAD   CANTIDAD   VR. UNITARIO  TOTAL  

“(…)

“VALOR TOTAL A PAGAR:                                     $ 93’092.160.oo

“SON: NOVENTA Y TRES MILLONES NOVENTA Y DOS MIL CIENTO SESENTA PESOS MONEDA CORRIENTE.

“En constancia de lo anterior se firma la presente acta por los que en ella intervinieron, a los veintiún días del mes de Mayo de Mil Novecientos Noventa y Uno, en la ciudad de Villavicencio, Departamento del Meta.

        “[continúan firmas]”

La parte final del acta contiene la siguiente inscripción, acompañada de la firma del arquitecto José Luis Neira Amézquita, en calidad de “Arquitecto Interventor Contraloría Municipal”:

“La obra fue recibida completamente a satisfacción el 18 de julio de 1991.”
2.1.10. Copia auténtica de la certificación expedida por el Auditor General de la Contraloría Municipal de Villavicencio, fechada el 23 de julio de 1991, en la cual expresó que el señor Guillermo Torres Bernal constituyó póliza “con el objeto de garantizar la estabilidad de la obra de tercer contrato adicional al No. 003 de 1990”; al acta se adjuntaron las copias auténticas de la respectiva póliza y el recibo del pago de la prima (folio 56 a 59 del primer cuaderno).
2.1.11. Copia auténtica de “RECEPCIÓN DEFINITIVA Y LIQUIDACIÓN FINAL DE LA CONSTRUCCIÓN ‘MERCADO POPULAR VILLA JULIA’”, la cual fue firmada por el interventor del contrato y por el contratista, cuyo contenido se transcribe a continuación (folio 66 del primer cuaderno):

“En la ciudad de Villavicencio a los Treinta (30) días del mes de julio de mil novecientos noventa y uno (1991), se reunieron las partes de la obra, el Arquitecto ALVARO NIÑO MORALES Interventor de la Obra y GUILLERMO TORRES BERNAL Arquitecto contratista, con el fin de recibir el primero y hacer entrega el último, de la obra ‘CONSTRUCCÓN MERCADO POPULAR VILLA JULIA’ construido en la ciudad de Villavicencio y dar cumplimiento a la cláusula Vigésima primera del Contrato No. 003 de 1991.

“La Obra se efectuó en un todo de acuerdo a los contratos No. 003 de 1.990, de los contratos adicionales Primero, Segundo y Tercero al contrato No. 003 de 1990 y al Acta de modificaciones Técnicas.

“La obra se llevó a cabo de acuerdo a las especificaciones técnicas exigidas en los pliegos de condiciones de la licitación pública nacional No. 005 de 1989.

“La obra se encuentra apta y en perfectas condiciones de funcionamiento para la cual fue construida.

“Para constancia de lo anterior se firma la presente Acta por los que en ella intervinieron a los treinta (30) días del mes de Julio de mil novecientos noventa y uno (1991) en la ciudad de Villavicencio.” (Negrillas por fuera del original).

2.1.12. Copia auténtica de las siguientes cuentas de cobro, formuladas por el contratista al Municipio de Villavicencio:

	Fecha
	Valor $
	Concepto
	Folios

	Abril 1 de 1991
	 126’020.121.28
	Cuenta de cobro correspondiente al acta de recibo parcial de obra del tercer contrato adicional –cuenta 019977-
	70

	Agosto 1 de 1991
	93’092.160
	Cuenta de cobro  correspondiente al acta final de obra del tercer contrato adicional –cuenta 021137-
	51


2.1.13. Original de un oficio emanado de la Tesorería Municipal de Villavicencio, en respuesta a una solicitud formulada por el Tribunal Administrativo a quo, en el cual le informó las fechas y valores de los pagos correspondientes al tercer contrato adicional al contrato número 003 de 1990; de acuerdo con esta certificación, calendada el 21 de septiembre de 1994, el Municipio de Villavicencio pagó al contratista la totalidad de las obras ejecutadas en desarrollo del mencionado contrato adicional; en la comunicación se relacionaron los siguientes pagos (folio 218 del primer cuaderno):

“Atentamente me permito informarle, que el Arquitecto Guillermo Torres Bernal, por concepto del tercer contrato adicional al contrato número 003 de 1990, se le efectuaron los siguientes pagos:

“Cuenta de cobro número 019977 por valor de $126’020.121,28 se canceló así:

“1er pago              Septiembre/91                       23’000.000.oo

“2º pago                Octubre/91                               7’500.000.oo

“3er. pago             Enero/92                                  8’000.000.oo

“4º pago                Enero/92                                  5’000.000.oo

“5º pago               Abril/92                                    50’000.000.oo

“6º pago               Octubre/92                              32’520.121.58

“Total cancelado                                                126’020.121,28

“Cuenta de cobro número 021137 por valor de $ 93’092.160.oo

“1er pago             Febrero/93                              60’000.000.oo

“2º pago              Abril/94                                    33’092.160.oo

“Como se puede apreciar, las cuentas de cobro número 019977 y 021137, se cancelaron en su totalidad, por lo cual, la Administración Municipal no le adeuda ningún dinero al contratista, arquitecto Guillermo Torres Bernal por el concepto requerido.”
2.2. Copias simples.
Al proceso se allegaron varios documentos en copia simple y, de conformidad con lo anteriormente mencionado, carecen de valor probatorio; estos documentos se arrimaron por el apoderado de la parte demandante, como anexos del escrito de demanda
. 

2.3. Pruebas Testimoniales.
En desarrollo de la prueba testimonial decretada por el Tribunal Administrativo a quo, en el proceso se recibieron las declaraciones del señor Gabriel Cortés López -Contralor Municipal para la época de celebración de los contratos-; refirió que sabía de la existencia del contrato 003 de 1990 y de la celebración de algunos contratos adicionales, pero manifestó que no tenía datos precisos acerca de los mismos (folios 202 al 204 del primer cuaderno y 263 a 270 del mismo cuaderno).

2.5. Prueba pericial.

La parte actora solicitó un dictamen pericial con el fin de que en el mismo se determinara el valor correspondiente a los intereses moratorios adeudados por el Municipio de Villavicencio (folio 139 del primer cuaderno); esta prueba fue decretada por el Tribunal Administrativo del Meta, mediante auto de marzo 11 de 1994 (folios 157 a 160 del primer cuaderno).

El día 12 de octubre de 1994 se posesionaron los peritos Alcira Beltrán Bonilla y Carlos Arturo Galvis, designados por el Tribunal Administrativo a quo (folio 224 del primer cuaderno)

De acuerdo con el dictamen pericial el valor del capital más los intereses moratorios asciende a la suma de $ 902’526.148,51, cantidad que se obtiene de la siguiente suma (folios 227 a 234 del primer cuaderno):

“a) SALDO de la cuenta de cobro No. 019977 de 

 abril 1/91por valor de……………..                                   $117’853.511,58

“b) INTERES MORATORIO de la Cta. Cobro # 019977

           de Abril 1/94 hasta Oct. 31/94                                        $140’300.787,58

        “c) CUENTA DE COBRO No. 021137 de Agosto 1de

         1991                                                                                  $ 93’092.160.oo

       “d) INTERES MORATORIO de la cta. de cobro No.

        021137 desde Ag. 1/91 hasta Oct. 31/94                         $ 95’219.724,36

       “e) Suma total de INTERESES MORATORIOS Y

        CAPITAL                                                                          $446’466.183,42

       “f) CORRECCION MONETARIA SOBRE EL VALOR

        DE LA CUENTA DE COBRO No. 019977 de Ab/91        $129’258.838,10

       “g) CORRECCION A LOS INTERESES DE MORA         $ 143’906.517,22

      “h) CORRECCION A LA CTA COBRO # 021137 de

      Ag./91                                                                                $   95’484.628,51

     “i) CORRECCION AL INTERES MORATORIO, por          $    87’409.981,16

                                                                                             _______________

    “VALOR TOTAL DEL PRESENTE DICTAMEN                 $ 902’526.148,51

                                                                                           ===============”

3. La acción incoada y el término para proponerla.

La acción incoada en esta ocasión por el demandante es la contractual -consagrada en el artículo 87 del C.C.A.
- según la cual, de conformidad con el artículo 136 del C.C.A., -modificado por el artículo 17 del Decreto 2304 de 1989-, se podía intentar en un término de dos (2) años contados desde la expedición de los actos o de ocurridos los hechos que hubiesen dado lugar a ella.
Ahora bien, la Sala ya ha precisado en providencias anteriores y respecto de la norma legal en cita, la forma de computar el plazo para el ejercicio de la acción contractual; en tal sentido ha sido reiterada la jurisprudencia al señalar que todas las acciones que hubiere decidido promover el contratista con ocasión de la ejecución del contrato, debió formularlas a más tardar dentro de los dos años siguientes a su terminación o a su liquidación, si ésta era necesaria, so pena de que operare el fenómeno de la caducidad de la acción
.

Así, en sentencia del 22 de junio de 1995, expediente No. 9.965, se señaló:

“(...) Pretender que el término de caducidad corra en forma independiente para cada pago que se haga en la ejecución del contrato, afectaría la relación entre los contratantes, dado que atenta la confianza que debe existir entre ellos para que pueda lograrse la satisfactoria ejecución del contrato. Esta finalidad no se lograría si el contratista, inclusive durante la ejecución misma del contrato se ve obligado a estar demandando a la administración contratante por cada pago que reciba y con el cual no está de acuerdo.

“En la ejecución de los contratos estatales debe darse especial importancia a la confiabilidad que los contratantes se ofrecen y que les permite conciliar, en el momento de la liquidación final, los conflictos que entre ellos se presenten. Es apenas razonable que el contratista, a quien le interesa mantener una buena relación con la contratante, espere a terminar la relación contractual, para decidir si demanda o no, a la administración”.
 

Ya en auto del 8 de junio del mismo año, expediente No. 10.684, la Sala había señalado:

“La interpretación hecha por el Tribunal desconoce por completo la noción del ejercicio de las acciones contractuales, dado que el negocio jurídico es un todo inescindible respecto del cual habrán de tenerse de presente fenómenos tales como su terminación y liquidación para aplicarles la drástica figura de la caducidad de las acciones respectivas.

“En materia contractual habrá que distinguir los negocios que requieren de una etapa posterior a su vigencia para liquidarlos, de aquellos otros que no necesitan de la misma. En éstos, vale decir, para los cuales no hay etapa posterior a su extinción, cualquier reclamación judicial deberá llevarse a cabo dentro de los dos años siguientes a su fenecimiento. Para los contratos, respecto de los cuales se impone el trámite adicional de liquidación, dicho bienio para accionar judicialmente comenzará a contarse desde cuando se concluya el trabajo de liquidación, o desde cuando se agotó el término para liquidarlo sin que se hubiere efectuado, bien sea de manera conjunta por las partes o unilateralmente por la administración.

“La Sala reitera su punto de vista sentado en oportunidades anteriores en el sentido de que los pagos periódicos que deba efectuar la administración como consecuencia de un contrato, no pueden ser mirados como hechos aislados para aplicarles exegéticamente el concepto de caducidad de la acción, sino que deberá aplicarse la solución consignada en el párrafo inmediatamente anterior de esta providencia. Dicho de otra manera no puede imponérsele al contratista la dura e ilógica tarea de estar presentando demandas sucesivas por los incumplimientos periódicos imputables a la administración, pues ello no se compadece con la lógica, con la cordialidad y armonía que debe reinar entre las partes ni con la seriedad y consideración debida a la administración de justicia. (…).”
 

Con esta perspectiva la Sala, en el caso que examina, tendrá en cuenta para el cálculo de la caducidad de la acción contractual la fecha en la cual debía liquidarse el contrato demandado. 
4. Liquidación de los contratos de la Administración en vigencia del Decreto-ley 222/83.
La liquidación del contrato administrativo (según la terminología del Decreto-ley 222 de 1983) o estatal (según lo establece la Ley 80 de 1993), la cual puede ser bilateral, unilateral o judicial, según el caso, tiene por objeto establecer (i) el estado en que quedaron las obligaciones que surgieron de la ejecución del contrato; (ii) los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar según lo ejecutado y lo pagado; (iii) las garantías inherentes al objeto contractual
, así como, (iv) los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo.

La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado define la liquidación del contrato estatal en los siguientes términos: 

“En cuanto corresponde a la liquidación de los contratos de la Administración, ha de señalarse que dicha figura corresponde al balance final o corte definitivo de cuentas de la relación contractual, cuyo propósito fundamental es el de determinar quién le debe a quién y cuánto.”

Respecto de las obligaciones que surgen de la liquidación, en sentencia de agosto de 2001, esta Corporación expresó:

 “La liquidación del contrato no debe ser entendida como una condición de exigibilidad de las obligaciones a cargo de las partes contratantes, porque como lo prescribe la ley y lo ha precisado la jurisprudencia, es un corte de cuentas entre las partes, en el que se deja constancia de las obligaciones cumplidas y no cumplidas en oportunidad.”

En síntesis, independiente de la fuente de la liquidación del contrato –acuerdo, acto administrativo, sentencia o laudo arbitral​
– lo que se busca es “(…) que, con la liquidación del contrato, se defina el estado económico del mismo y que, liquidado el contrato, debe estarse a lo resuelto en la liquidación respecto de las obligaciones derivadas del contrato estatal, sin perjuicio de que pueda demandarse su modificación, por vía judicial”

El Decreto-ley 222 de 1983 señaló en su artículo 287 los casos en los cuales procede la liquidación del contrato, así:

“ARTICULO 287. DE LOS CASOS EN QUE PROCEDE LA LIQUIDACION -. Deberá procederse a la liquidación de los contratos en los siguientes casos: 

“1. Cuando se haya ejecutoriado la providencia que declaró la caducidad. 

“2. Cuando las partes den por terminado el contrato por mutuo acuerdo, lo cual podrá hacerse en todos los casos en que tal determinación no implique renuncia a derechos causados o adquiridos en favor de la entidad contratante.

“3. Cuando se haya ejecutoriado la providencia judicial que lo declare nulo. 

“4. Cuando la autoridad competente lo declare terminado unilateralmente conforme al artículo 19 del presente estatuto. 

“Además de los casos señalados, y si a ello hubiere lugar, los contratos de suministros y de obras públicas deberán liquidarse una vez que se hayan cumplido o ejecutado las obligaciones surgidas de los mismos.” (Negrillas por fuera del original)
Ahora bien, en cuanto corresponde a la oportunidad o el plazo establecido para la realización o adopción de la liquidación de un contrato de la Administración, dentro del marco normativo aplicable de manera particular al caso concreto que aquí se examina, importa destacar que el Decreto-ley 222 de 1983 no precisó tiempo alguno dentro del cual debía agotarse dicha etapa, vacío legal que fue satisfecho por vía jurisprudencial cuyos lineamientos fueron recogidos posteriormente por la Ley 80 de 1993, en sus artículos 60 y 61, normas que posteriormente complementó la Ley 446 de 1998 mediante lo dispuesto en su artículo 44, numeral 10, letras b), c) y d).

Acerca de los contratos regidos por el Decreto-ley 222 de 1983, la jurisprudencia de la Sección Tercera se ocupó de fijar los plazos dentro de los cuales debía adelantarse la liquidación del correspondiente contrato, de conformidad con el siguiente razonamiento: 

“(…) aunque la ley no lo diga, no quiere significar esto que la administración pueda hacerlo a su arbitrio, en cualquier tiempo. No, en esto la jurisprudencia ya ha tomado también partido. Se ha considerado como término plausible el de cuatro meses: dos para que el contratista aporte la documentación adecuada para la liquidación, y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo. Si vence este último, la administración no podrá esperar más y deberá proceder a la liquidación unilateral mediante resolución administrativa debidamente motivada”
. 
Más tarde precisó que el procedimiento para la liquidación del contrato debía cumplirse en un plazo de seis (6) meses, los cuales debían contarse a partir del vencimiento del plazo convencional, así: cuatro (4) meses para la liquidación por mutuo acuerdo y dos (2) para efectuar la liquidación de manera unilateral, por parte de la Administración
. También señaló la jurisprudencia que aunque el término para adelantar la liquidación no era perentorio, vale decir que bajo esa normatividad no se perdía la competencia para liquidar el contrato a pesar de que hubieren transcurrido los referidos seis (6) meses siguientes al vencimiento del plazo contractual, dicha “facultad subsiste sólo durante los dos años siguientes al vencimiento de esa obligación, que no es otro que el término de caducidad para el ejercicio de la acción contractual.”

5. El caso concreto.

El Tribunal Administrativo del Meta, en la sentencia recurrida, resolvió declarar de oficio la caducidad de la acción, para lo cual consideró que en tanto el contrato había sido liquidado el 30 de julio de 1991, el plazo máximo con el cual contaba el actor para presentar su demanda se vencía el 30 de julio de 1993.

Dicha decisión fue recurrida en apelación por la parte demandante, en cuanto estima que los dos años con los cuales contaba el contratista para demandar no debían contarse desde la fecha de la liquidación del contrato, efectuada el 30 de julio de 1991, toda vez que esta liquidación no cumplía con los requisitos de ley y que el tiempo para liquidar el contrato debía contarse a partir de esa fecha, bien fuera en vigencia de la Ley 80 de 1993 o del Decreto-ley 222 de 1983.

5.1. La liquidación del contrato 003 de 1990.

Como antes se afirmó, al contrato 003 de 1990, le resultan aplicables las normas del Decreto-ley 222 de 1983, así como las del Código Fiscal de Villavicencio, disposiciones según las cuales el contrato de obra pública resulta ser de aquellos que requiere de liquidación.

El contrato 003 de 1990 contempló una recepción y liquidación provisional y una recepción y liquidación definitiva de las obras contratadas, como se desprende de la cláusula décima octava y de la cláusula vigésima primera, cuyos textos son los siguientes:

“CLAUSULA DECIMA OCTAVA: DE LA RECEPCIÓN Y LIQUIDACIÓN PROVISIONAL: Comprobado por EL CONTRATANTE que la obra o parte de la misma, satisface completamente las exigencias del Contrato, se consignará este resultado en Actas de terminación del Contrato o de recibo parcial firmada por el Interventor, EL CONTRATISTA y el Contralor Municipal de Villavicencio o quien lo represente, la cual tendrá en cuenta para el pago final.

“(…)

“CLAUSULA VIGESIMA PRIMERA: RECEPCION DEFINITIVA Y LIQUIDACIÓN FINAL: Una vez que se haya otorgado la garantía de estabilidad y correcto funcionamiento de las obras, se levantará un acta resumen, con la intervención de las partes contratantes en la cual se hará constar el cumplimiento de lo anteriormente prescrito y las cantidades totalmente recibidas con inclusión de las reparaciones efectuadas. EL CONTRATANTE por medio del Interventor expedirá el correspondiente certificado de liquidación final y recibo del Contrato en el que conste que EL CONTRATISTA ha efectuado la entrega de las obras a entera satisfacción, así como la fecha de su terminación y la aceptación de los resultados de las pruebas o inspecciones efectuadas. La expedición de este certificado es una constancia de que las obras son aptas para el uso a que han sido destinados, sin perjuicio de lo estipulado sobre las reparaciones de los defectos que pudieren comprobarse con posterioridad a la entrega final y recibo definitivo.” (Negrillas por fuera del original)
De conformidad con estas cláusulas, observa la Sala que si bien en las mismas se hizo alusión a una liquidación parcial y a una liquidación final,  en realidad, las mismas no hacen referencia a la liquidación del contrato - entendida como una etapa en la cual se efectúa el balance de las obligaciones contraídas por las partes, así como el respectivo ajuste de las cuentas-, sino que equivalen a un recibo parcial y definitivo de las respectivas obras.

De acuerdo con las pruebas aportadas al proceso, encuentra la Sala que se presentó un recibo parcial de las obras -como se desprende de las actas de febrero 14 y de mayo 21 de 1991, en las cuales se realizó una descripción detallada de las obras ejecutadas- y un recibo final o definitivo, calendado el 30 de julio de 1991, en el cual se expidió la constancia de que “las obras son aptas para el uso a que han sido destinados”, en los términos prescritos por la cláusula vigésima primera del contrato, en cuyo texto se afirmó que la obra se llevó a cabo de acuerdo con las especificaciones técnicas exigidas en la respectiva licitación pública y, además, que se encuentra en perfectas condiciones de funcionamiento.

Así pues, la llamada acta de liquidación final del contrato, suscrita el día 30 de julio de 1991 no puede ser tenida como tal, toda vez que ésta no contiene los elementos propios de una liquidación bilateral del contrato, en tanto no permite conocer con claridad el nivel de cumplimiento de las obligaciones a cargo de las partes, como tampoco el ajuste de cuentas efectuado y el balance final de las mismas; respecto de este punto la Jurisprudencia de la Sala, en reciente providencia, expresó lo siguiente:

“[A]dvierte la Sala que a folios 103 a 104 del cdno. 2 del expediente obra, en documento original, el Acta de Liquidación Final del contrato, suscrita el 24 de julio de 1990 por los representantes legales de las partes. Allí simplemente se hizo constar, entre otras cosas menores, que se suscribió el contrato, y que luego el Departamento de Antioquia declaró la caducidad. Para la Sala, esta acta no contiene lo que técnicamente debe calificarse como documento bilateral que salde el contrato, porque liquidar según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, significa:

‘Liquidar. 1. tr. Hacer líquido algo sólido o gaseoso. U. t. c. prnl., 2. tr. Hacer el ajuste formal de una cuenta. 3. tr. Saldar, pagar enteramente una cuenta. 4. tr. Poner término a algo o a un estado de cosas. 5. tr. Gastar totalmente algo, especialmente dinero, en poco tiempo. Liquidó su hacienda en unos meses. 6. tr. Desistir de un negocio o de un empeño. 7. tr. Romper o dar por terminadas las relaciones personales. Fulano era mi amigo, pero ya liquidé con él. 8. tr. vulg. Desembarazarse de alguien, matándolo. 9. tr. vulg. Acabar con algo, suprimirlo o hacerlo desaparecer. 10. tr. Com. Dicho de una casa de comercio: Hacer ajuste final de cuentas para cesar en el negocio. 11. tr. Com. Vender mercancías en liquidación. 12. tr. Der. Determinar en dinero el importe de una deuda.’
“En estos términos, la liquidación supone, según se explicó, un ajuste expreso y claro sobre las cuentas y el estado de cumplimiento de un contrato, de tal manera que conste el balance tanto técnico como económico de las obligaciones que estuvieron a cargo de las partes. En cuanto a lo primero, la liquidación debe incluir un análisis detallado de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, y el balance económico dará cuenta del comportamiento financiero del negocio: recursos recibidos, pagos efectuados, estado del crédito o de la deuda de cada parte, entre otros detalles mínimos y necesarios para dar por concluido un contrato.

“La Sala echa esto de menos en el acta de liquidación suscrita, pues se desconocen las actividades realizadas, los pagos efectuados, la manera como se contabilizó el tiempo de entrega y recibo de los productos, lo que faltó por ejecutar, entre muchos otros aspectos que son de la esencia y naturaleza de un acta de liquidación, sin lo cual esta no adquiere la calidad que la ley le asigna.

“En este mismo sentido, el decreto 222 de 1983 -norma aplicable al presente contrato, porque se suscribió en su vigencia-, disponía que la liquidación debía tener ese contenido mínimo:

‘Art. 289. DEL CONTENIDO DE LA LIQUIDACIÓN. Las diligencias de liquidación, que siempre constarán en actas,  determinarán las sumas de dinero que haya recibido el Contratista y la ejecución de la prestación a su cargo.

‘Con base en dichas actas se determinarán las obligaciones a cargo de las partes, teniendo en cuenta el valor de las sanciones por aplicar, o las indemnizaciones a favor del Contratista, si a ello hubiere lugar, todo de conformidad con lo acordado en el respectivo contrato.

‘Si no hubiere acuerdo para liquidar un contrato, se tendrá por firme la liquidación presentada por la entidad contratante, la cual se expedirá mediante resolución motivada que estará sujeta a los recursos ordinarios por la vía gubernativa.

‘El acta final de liquidación, que deberá ser aprobada por el jefe de la entidad contratante, si él no hubiere intervenido, presta mérito ejecutivo ante la jurisdicción coactiva contra el Contratista y su garante en cuanto de ella resultaren obligaciones económicas a su cargo.’

“Por tanto, la ausencia de este contenido mínimo impide asignarle a un documento -como el suscrito en el presente caso- la capacidad y la aptitud para liquidar el contrato, por adolecer del sustrato mínimo para entender que lo hace.”
 

Así pues, toda vez que la supuesta acta de liquidación del contrato 003 de 1990 no reúne los requisitos propios de una liquidación bilateral, concluye la Sala que el contrato en cuestión no se encuentra liquidado.

Se trata entonces de establecer la época en la cual este contrato debía liquidarse, a efectos de determinar con precisión el término dentro del cual el actor podía presentar la demanda.
5.2.  La caducidad de la acción.

En este proceso se encuentra probado que el contrato 003 de 1990 fue firmado por las partes el día 9 de febrero de 1990 (prueba 2.1.1); además, que el Tribunal Administrativo del Meta -en junio 20 del mismo año- expidió una providencia mediante la cual declaró que el contrato cumplía con los requisitos exigidos por la ley (prueba 2.1.3); esta decisión se comunicó a la entidad pública contratante el día 21 de junio de 1991 (prueba 2.1.4).

En el contrato se estipuló un plazo de ejecución de seis meses, los cuales iniciarían dentro de los diez días siguientes a la entrega del anticipo; al proceso no se aportó en debida forma la prueba concerniente al pago del anticipo, toda vez que el correspondiente comprobante se aportó en copia simple.

El 12 de diciembre de 1990 se celebraron tres contratos adicionales y en el último de ellos –tercer contrato adicional- se estipuló una adición de dos meses al plazo contemplado en el contrato número 003 de 1990 (pruebas 2.1.5., 2.1.6 y 2.1.7).

También se encuentra probado que las últimas obras ejecutadas, correspondientes a la tercera adición, fueron recibidas de manera definitiva el día 18 de julio de 1991, según se desprende de una nota que en tal sentido se plasmó en el acta respectiva (prueba 2.1.9).

Así mismo se probó que el Auditor General de la Contraloría de Villavicencio, en fecha 23 de julio de 1991, certificó que en esa fecha el contratista había constituido, en beneficio del Municipio de Villavicencio, la garantía de estabilidad de las obras contratadas mediante la “tercera adición al contrato 003 de 1991” (prueba 2.1.10).  

Igualmente, en el acta de “RECEPCION DEFINITIVA Y LIQUIDACIÓN FINAL” se puede observar que había concluido la ejecución del contrato, desde el punto de vista de las obligaciones pactadas, tal como se dejó expresamente consagrado en este documento suscrito por las partes (prueba 2.1.11).

La Sala para efectuar el cálculo del término de caducidad, tiene en cuenta las siguientes consideraciones: i) al contrato 003 de 1991 le resultaban aplicables, en lo pertinente, las disposiciones del Decreto-ley 222 de 1983 y del Código Fiscal de Villavicencio; ii) las etapas de entrega final y de liquidación final se estipularon en el texto del contrato; iii) en el contrato no se estableció plazo alguno para realizar la liquidación, por manera que frente a esta situación aplican perfectamente los términos establecidos por la jurisprudencia de la Sección Tercera –para los contratos regidos por el Decreto-ley 222 de 1983-; iv) no se tiene claridad acerca del momento en el cual se inició la ejecución del contrato; v) a mayo 21 sólo se había efectuado la entrega final, más no la liquidación.
Dados los anteriores elementos, la Sala considera que el tiempo de seis meses –de conformidad con la Jurisprudencia de la Corporación para los contratos regidos por el Decreto-ley 222 de 1983-, con el cual contaba la entidad para liquidar el contrato, corrió entre el 21 de mayo y el 21 de noviembre de 1991, luego, la demanda podía ser presentada dentro de los dos años siguientes, esto es, hasta el día 21 de noviembre de 1993; la Sala, en un caso semejante se pronunció en los siguientes términos: 
“Precisiones sobre el cómputo del término de caducidad de la acción, en vigencia del decreto 222 de 1983.  Está probado en el proceso que el contrato por el cual se demanda fue celebrado en el año de 1991, y que su ejecución se inició el 3 de mayo del mismo año –según acta suscrita por las partes del contrato, que obra a fl. 282 del C. 1-

“Por este sólo aspecto es posible deducir que la norma legal aplicable al contrato es el Decreto 222 de 1983  -con el correspondiente Código Fiscal que lo adoptó- , ley vigente la momento de sus celebración. 

“También se encuentra probado que, con el “Acta de recibo material de obra”, suscrita el 13 de septiembre de 1991 –fl. 90 C. 1-, se hizo constar que había concluido la ejecución del contrato, desde el punto de vista de las obligaciones pactadas. Expresamente dice este documento que las partes se reunieron:

‘Con el fin de realizar la entrega por parte del constructor y el recibo material de obra por parte de la SECRETARIA DE OBRAS PÚBLICAS DEL DISTRITO CAPITAL, de las obras ejecutadas en desarrollo del contrato No. 010/91.

‘El constructor responsable hace entrega real y efectiva al representante de la SECRETARIA DE OBRAS PÚBLICAS DEL DISTRITO CAPITAL y éste recibe los trabajos enunciados anteriormente.’
“Siendo así las cosas, a partir de este momento se debe empezar a contar el plazo de liquidación del contrato, y a partir de éste el de caducidad de la acción, teniendo presente que para el momento de la celebración del contrato  –e incluso de la ejecución del mismo- este plazo era de dos (2) años, contados a partir de la fecha en que debió liquidarse el contrato, dando aplicación al artículo 136 del CCA., vigente para ese año.”
 (Negrillas por fuera del original).
Toda vez que la demanda se radicó el día 3 de diciembre de 1993, de acuerdo con lo antes dicho, encuentra la Sala que la oportunidad para presentar la demanda se encontraba caducada, razón por la cual confirmará lo decidido por el Tribunal Administrativo a quo.
F A L L A
PRIMERO.- CONFIRMAR la Sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Meta, el día veinte (20) de junio de dos mil (2000). 

SEGUNDO: En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

RUTH STELLA CORREA PALACIO

Presidenta
ENRIQUE GIL BOTERO                      MAURICIO FAJARDO GOMEZ

GLADYS AGUDELO ORDÓNEZ

� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 3 de mayo de 1990. Expediente 2950. C.P. Carlos Betancur Jaramillo.





� Suma que para la fecha de presentación de la demanda, esto es el 3 de diciembre de 1993, resulta superior a la entonces legalmente exigida para tramitar el proceso en dos instancias: $ 6’860.000.oo Decreto 597 de 1988. 











� Art. 16, Decreto-ley 222 de 1983. “Son contratos administrativos: 


“1. Los de concesión de servicios públicos. 


“2. Los de obras públicas. 


“3. Los de prestación de servicios. 


“4. Los de suministros. 


“5. Los interadministrativos internos que tengan estos mismos objetos. 


“6. Los de explotación de bienes del Estado. 


“7. Los de empréstito. 


“8. Los de crédito celebrados por la Compañía de Fomento Cinematográfico FOCINE. 


“9. Los de conducción de correos y asociación para la prestación del servicio de correo aéreo; y 


“10. Los que celebren instituciones financieras internacionales públicas, entidades gubernamentales de crédito extranjeras y los organismos internacionales, con entidades colombianas, cuando no se les considere como tratados o convenios internacionales. 


“Son contratos de derecho privado de la administración los demás, a menos que ley especial disponga en sentido contrario, y en sus efectos estarán sujetos a las normas civiles, comerciales y laborales, según la naturaleza de los mismos, salvo en lo concerniente a la caducidad. 


“PARAGRAFO. Los contratos de explotación de bienes del Estado se rigen por las normas especiales de la materia.” (Resalta la Sala)


� Si bien la demanda se presentó el 3 de diciembre de 1993, la Ley 80 del mismo año, aunque se expidió en el mes de octubre,  sólo comenzó a regir el 1º de enero de 1994, salvo las excepciones establecidas en su artículo 81, respecto de las cuales no cabe ahondar para efectos del caso concreto.





� CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Sentencia de diciembre 3 de 2007. Exp. 24.710. C.P. Ruth Stella Correa Palacio





� Artículo 168, C.C.A.: “PRUEBAS ADMISIBLES. En los procesos ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo se aplicarán en cuanto resulten compatibles con las normas de este Código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración.”





� Sobre la filosofía que inspiró la redacción del artículo 177 del C de P. C, ver: PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de derecho probatorio. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional. 2007., pág. 245.





� Artículo 253, C. de P. C.: “Los documentos se aportarán al proceso originales o en copia. Esta podrá consistir en transcripción o reproducción mecánica del documento.”


� Los siguientes documentos fueron aportados en copia simple por el apoderado de la parte demandante:





Documento aportado en copia de otra copia, que en apariencia contiene el acta de iniciación de la construcción del Mercado Popular Villa Julia, la cual se habría firmado entre el contratista y el interventor, el día 19 de marzo de 1990 (folio 14 del primer  cuaderno).





Documento que en apariencia contiene una certificación del Tesorero Municipal de Villavicencio, en el sentido de que en abril 8 de 1992, se le habría hecho un abono de $ 50’000.000.oo al contratista, sobre la cuenta de $ 126’020.121.28 (folio 87 del primer cuaderno).





Copias de fotocopias de supuestas cuentas de cobro del anticipo y de actas parciales de obra, en apariencia formuladas por el contratista a la Tesorería Municipal de Villavicencio (folios 86, 88, 90, 91, 209, 211 y 240 del primer cuaderno).


























� La norma legal que regula la acción contractual, contenida en el C.C.A., dispone lo siguiente:


 


ARTÍCULO 87 –Modificado por el artículo 17 del Decreto 2304 de 1989- “De las controversias contractuales. Cualquiera de las partes de un contrato administrativo o privado con cláusula de caducidad podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restituciones consecuenciales; que se ordene su revisión; que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones.”


(…).”





� Ver, entre otras, las siguientes providencias: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 15 de octubre de 1999, Expediente 10.929, C.P. Ricardo Hoyos Duque; Sentencia del 13 de julio de 2000, Expediente 12.513, C.P. María Elena Giraldo; Sentencia del 1 de agosto de 2000, Expediente 11.816, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; Sentencia del 30 de agosto de 2000, Expediente 16.256, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; Sentencia del 22 de febrero de 2001, Expediente 13.682, C.P. Ricardo Hoyos Duque; Sentencia del 16 de septiembre de 2004, Expediente 19.113, C.P. María Elena Giraldo.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 22 de junio de 1995, Expediente 9965, C.P. Daniel Suárez Hernández.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Auto del 8 de junio de 1995, Expediente 10.634, citado en la Sentencia del 22 de junio de 1995, Expediente 9965 del 22 de junio de 1995, C.P. Daniel Suárez Hernández.





� “En estos trámites de liquidación, el contratista estará obligado, cuando así se lo exija la entidad contratante, a ampliar la póliza que originalmente hubiere constituido. La naturaleza del contrato en cuestión y, particularmente, las singularidades del proceso de liquidación, permitirán en su momento determinar qué coberturas, dentro de la póliza única demandan ampliación”. MUTIS VANEGAS, Andrés y QUINTERO MÚNERA, Andrés. Los contratos del Estado en la Ley 80 de 1993. Santa Fe de Bogotá: Editorial Temis. 1995., pág. 188.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de diciembre 4 de 2006. Exp. 15239.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de agosto 30 de 2001. C. P. Alier Eduardo Enríquez Hernández. Exp. 16256





� Según lo disponen los artículos 70 y 71 de la Ley 80 de 1993, las partes, una vez estipulada la cláusula compromisoria o celebrado el compromiso, pueden someter las distintas diferencias que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su ejecución, desarrollo, terminación o liquidación, a la decisión de los árbitros.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de julio 17 de 2003. Exp. 24041. C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 29 de enero de 1988. Expediente 3615. C.P. Carlos Betancur Jaramillo.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 3 de mayo de 1990. Expediente 2950. C.P. Carlos Betancur Jaramillo.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 16 de agosto de 2001. Expediente 14.384, C.P. Ricardo Hoyos Duque.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de abril 14 de 2010, Expediente 17.322, C.P. Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de noviembre 10 de 2005, Expediente 13748, C.P. Alier Eduardo Hernández Henríquez.





